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INTRODUCCIÓN. 
Lntcnlan esl~s páginas ser una re-
flexión oobrc los Tribunales Superiores 
de JuMicia. en la que se pretenden abor-
dar ~u entronque constitucional, anaJ¡-
znndo posteriormente sus atribuciones 
con especial atención a l:t Sala de lo Ci-
vil Y Penal de dichos Tribumtles. De esta 
manera. entraremos en la problemática 
de la casación y revisión, y en la reali-
dad misma de estas Salas al tr:ltar su es-
caso volumen de trabajo, . u condicio· 
nnmiento político, y la> po;ibles com-
petencias futuras que pudieran tener. 
Espero que estas líneas, acerquen al 
lector la realidad de los Tribunales Supe-
riores de Justicia permitiéndole conocer 
·mejor la naturaleza de drcha Institución, 
~~~ «rat io política», lincs, situación actual, 
y como no. sus perspectivas de futuro. 
l. EL ESTADO DE LAS AU-
TONOMIAS. 
En la singularidad del proceso Cons-
tit uyente Español '. las Comunidades 
Autónomas ocupan. sin lugar a dudas. 
un lugar preeminente. El nnículo 2 de 
nuestrn Cana Magna establece que «La 
Constitución sefimdumenta en/a indi· 
soluble 1midad de la Nación Espaiíola. 
patria C<HIIÚII e indivisible de todos los 
1'.\pwio/es. y reconoc(' y garami~a el 
dereclrc ala awonom(a de ilrs naciona-
lillades y regiOII('S que le integran y la 
solidaridad emre todas ellas». Así pues, 
vemos como junio al 1érmino Nación 
Española, se introduce el de nacionali-
dades. las cuales pueden constituirse en 
Comunidades Autónomas. 
En palabras de Carretero Pérez', 
«.Nación equivale a Puehlo, que es la 
basr .wcial o grupo humano represen-
uu/o por el Eswdo. Nacionalidad, auna 
parte de la población del Estado, loca-
li:ada en un territorio detenninado que 
por tener una idea unitaria sobre .111 or-
gcuri:ación política tiene derecho a for-
mar una Comunidad A1116noma. El úni-
co Poder Comtituyente e1 todo el Pue-
blo Espmiol, y por eso e/ Estado de las 
ronumidades 110 es un Estado Federal 
co11 varios poderes constiwyenres, sino 
un tipo de Estado intermedio». 
La opción dellcgi ~ lador conslilucio-
nal español por la vía aulonumiota de 
ordenación territorial del Estado, no es 
una opción parliculariMa, como ya se-
ñaló Gerpe Landinl. Es una vía abierta 
en el Conslitucionalismo contemponí-
neo por los conslituyenlcs de la 11 Re-
pública española' seguida por la const i-
tución italiana de 1947l, y que no es sino 
la respuesta política y jurídica a la ne-
cesidad de crear una unidad estatal por 
vía consensual, que parta de In cXcislcn· 
cia de pluralidad de pueblos y garantice 
la libertad de los mismos y la solidari-
dad cnlrc ellos.•. 
Así pues consti tuido el Estado de las 
Autonomías. como un Estado su i-
generis, que sin llegar a ser un Estado 
Federal. tampoco es un Estado regiona-
lista. sino que se encuentra entre ambos 
sistemas, el mismo ha e lado sometido 
y aún lo esta hoy (quizás con mayor 
virulencia) a continua crítica en senti-
dos muy dispares. En lo que a nosotros 
nos interesa. a efectos de este trabajo. 
es decir respecto de los Tribunales Su· 
periores de Justicia (en adelante T.S.J.). 
también se ha estado inmerso en polé· 
mica doclrinaF. 
No cabe pensar que el Estado auto-
nómico nu afecta a la justicia, y por ello 
para el estudio de la misma no nos po-
dernos ceñir al Título VI de la Constitu-
ción - artículos 117 a 127-, solo y cx-
clustvamente. Sino que hemos de tener 
.:n ~ucnra el arncufo C.f9. r.s C. E. rela-
tivo a la Administración de Ju. licia. y 
los anfculos 152.1 y Dispo. ición Adi-
cional Cunna referidas a los T.S.J .. 
2. ORIGEN DE LOS TRIBU-
NALES SUPER! ORES DE 
JUSTICIA. 
El análisis que vamos a acomc1er en 
este a panado sobre la génesis del aní-
culo. 152.1 C. E. y su iler parlamentario 
no es baladí, puesto que nos va a ayu-
dar a entender la voluntad del legilla-
dor, y por lo umto nos podrá clarificar 
la problemática que nos vamos a ir en-
contrando. 
Ell6 de Junio de 1978, la Comisión 
de Asuntos Constitucionales y Liberta-
des Públicas del Congreso de los Dipu-
tados acababa de aprobar el artículo 143. 
actuallS I. Pue entonces, cuando el Pre-
sidente dio cuenta a la comisión de que 
«por la vía de enmienda i11 voce se Ira-
la de introducir 1111nuevo artículo 144, 
propuesto por 1111noría caralanw>, seña-
lando que «Su texto está en dos folios a 
máquina y ha sido repartido en/re 
SS.SS». Dada la palabra al parlamenta-
rio catalán Roca Junyent, este defendió 
su enmienda', manifestando lo que a 
continuación transcribe: « ... f.s eviden-
te que es/amos definiendo una muono-
mía política, una aurunomía con su 
fuente legislali••a, con su asamblea le-
gislativa, una aurm1omía con su poder 
ejecutivo. con el consejo de gobierno, y 
a ello debía inc01porarse la necesar·ia 
partic1pación de esas connmit/a¡les wl-
tónomao~ en el ámbito judicial». 
Como vemos se quiere buscar el re-
flejo autonomista en el poder judicial. 
pero la cueslión está en como se quiere 
hacer. Por un lado el Sr. Roca Yunyent. 
reclamó un Tribumli Superior de Justi-
cia, para las comunidades autónomas del 
artículo 15 1. intentando recuperar lo que 
fue para la Generalidad su Tribunal de 
Casación. Por otro lado en la misma 
enmienda se buscaba también la posi-
bilidad de pa1ticipación de las Comuni-
dades Autónomas en las demarcaciones 
judiciales de sus respectivos territorios, 
conforme a las formas que los Estatutos 
delimitaren, en el marco de una Ley 
Orgánica del Poder Judicial. Asf pues. 
esta enmienda actúa en dos frentes. uno 
referido a los Tribunales Superiores de 
Justicia, y otro a la participación de las 
Comunidades Autónomas en la Organi-
zación de lns demarcaciones judiciales. 
La mencionada enmienda recibió la 
adhesión con la forma de •<retocan> la 
misma, por parte del Grupo Vasco, pero 
también recibió la protesta del diputado 
Carro Martínez. que mostró ~u asom-
bro por la leg islación a golpe de 'orpre-
sas, a través de: hojas ~ueltas. y mani -
festó la posible contradicción entre el 
artículo l!5 y el actual 123 C.E. y el 
que resultaría de la ennucndaQ. Ob\ ia-
mente la objeción del Sr. Carro YI !U1 íncz. 
era de entidad, y por ello fue el tit ular 
de la minoría catalana Sr. Yunycnt. quien 
realizó una serie de precisiones en las 
que dejó claro que los Tribunales Supe-
riores de Justic ia no sustituirían al Tri-
bunal Supremo, y qu¡: ~u actuación ~c­
ría sin perjuicio de la competo;ncia del 
Tribunal Supremo. y por tanto del rc-
curoo de Casación. 
Por otro lado el T.S.J. no vendría a 
ser el ~xtinto Tribunal de Casación de 
Catalt1ña. pues tendría un techo y base 
competencia! inferior. y por otro lado 
los T.S.J. vendrían a mejorar la organi-
zación del Poder Judicial, aproximando 
la justicia al ju ticiablc. Tra~ la inter-
vención del Diputado socialista Pece~­
Barba, se aprobó la enmienda por una-
nimidad, con las puntualizacione> que 
llevó a cabe en última instancia el se-
ñor Carro Martinez"'· 
Este fLIC el iter parlamentario del ar-
tículo 152.1, 11 y III tle la Con>titución 
Española, el cual quedó como sigue: 
«UII Trib1mal Superior di! Justicia, 
sin pe1juicio de la jurisdiccióu que co-
rresprmtlaal1i"ilnmal Supremo, n i/mi-
nará la urgw1izac:ión judicial en el ám-
bito territorial de la Conumidud Aw6-
noma. En los Estatutos de las Comwu-
dades Awónomas P,Odrán establecene 
los supr1es1os y las formas de participa-
ción de aquellas en la orga11izació11 de 
las demarcaciones judiciales del rerri-
rorio. 7iulo ello de conformidad c011 lo 
previsto eu la IPy orgáuica del poder 
judicial y demro de la unidad e inde-
pendencia de éste. 
Sin pe1j11icio de lo dispuesto en el 
artículo 123, las :w c.:esivas i11.~tancius 
procesales, e11 :m cwm. ~·e agotarán ante 
órgm1osjudic:iales radicados en el mis-
mo rerritorio de la Comunidad Aw6no-
nw en que esté el órgano competellle en 
prime m instancr"a. » 
Drrcc<rón Gcner:~l de lo Comcncio-
>O do! C>lndo El Poder Jnd•ciat vol 
lJJ, Ed, lmUJyLO Oc E•tudjo' fiM:a-
l~>.Milllri.d Jlli, póg' 265t 269-1: 
De Ü11o Pardo, l : • Lo; Tnbunak> 
>UtJeri(lre, de lulliCÍ3•. en Jlokún 
dr 1nfonnaq6n del Mjnj ~:,ts;no dt· 
JU>ÜC¡a UÚ!l\CCO 1411~. 
pág. 3t00.,l'érc7 Gordo, A .. fi.Io.: 
bunnl Superior de Ju>llciil.dc ~Q: 
mun1dadcs Ay!ónom¡Js. Ed. Bo~cl•. 
BuccoloM 1982. 
• V~J\c el D1ano de Sc,wnc~ del 
Congrr''' de lo> Drpucndo , t978, 
número 9 1. p5g. 3403. 
' Diario de S"-'tones, 1978. número 
91. p. 3407. 
1
" Di:tnu etc Sr'iionc".. 1978. IH\mc-
ro 91. pp. 340g y 3409. 
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M . GómeL Colomcr J.L: .L:!=J¡¡¡ 
Juosdtccionql l. l'ane GcncmJ. 3• 
edición. 1993. &1. Bo:.ch. 
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ccpción, puede e~islir un Poder Ju-
dictnl único ulnbuido n la l'edera-
ctlln. TenemO< el ca;o d<· Ausuiu. 
uunquc ello conMituyn ya ccntr.ali-
,,1ci6n "normnl en un pufs fcdcrul. 
" bli.wldc Pére1, J.M .. «t,l ptinct-
pto de Umdad ¡uri<diccional y los 
Tribuna le> Supcn otc> de ' '"' Comu-
tudadcs Autllnoma<: Unn interpreta-
ción federalista en pcr:,pct:tiva com· 
¡Jltruda•. en El l'odcr Judicial. V. Ir, 
p~g>. l 099 y >S. 
" Rodríguc< Agutlcra. C.; uEl Po· 
dcr Judictal en las Comunidnde> Au-
tóuomu~Jol. . en Rcy1s1n Jur{dica de 
l:..illilllill; 1981, ntimero 3. donde en 
~u pligiua 226 dice (<Ln crcnción de 
lm T. S .J. pnrccc que deberla corres-
ponder a los Pnrlnmcmos de la> dts-
lintas Comunidades. por lralar-c de 
órganos propio~ de 1.&~ •ni ~m11s•. 
" r rclro Ca; rro. Derecho de Tribu-
!Fili:s. Ed. Ar;ullncli. 1986.: Pércl 
Oordo.l~Jl..Cil..: Xifrc lleras, J .. • L.1 
Jllrl<dicd6n en la Con~t i tución d~.: 
1 978•. en Direccrón General de Lo 
Contencioso del Esrndo. ~
Judiciul Vol 111. r,ct , ln"IIUIO de 
E"udin< Fi<cale' Madrid 1983.: De 
Ouu P;uclo. 1.. •Orgnnmtci6n del 
Poder Judicial y Comuntdadc; A u· 
IÓuoma!!J•). en Documcntacj6n Jud. 
dis;n lomo X III. enero junio 1985. 
' Valb. Gombau. J.E. ~Los Tnbu· 
nnlcs Supcrinre< de Jusucia en las 
Comu11idadcs Aulónomas ~cgún 1~ 
Constitución», en Revis1n Gencml de 
Dmcho número 524. mayo 1988. 
I'~S'· 252 1. 
•• Calnmandrci. Ltt cw.ndón Cjyil 
trad. por Scnlfs Mclcndo S .. Ed. 
Ejea. p;lgina 17 y». T. l. V.!. 
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3. EL ESTADO AUTONO-
MTCO Y EL NUEVO SIG-
NIFICADO DE UNIDAD 
JURISDICCIONAL. 
Para abordar adecuadamente este 
epígrafe, sería necesario al menos deli-
mitar las diferencias entre las distintas 
clases de Estado. unilario. federal y au-
tonómico, aunque en c1ena forma ya 
hayamos hecho referencia a esta cues-
tiÓn en el primer apartado. 
En opinión de Mon1cro Aroca11 • las 
diferencias entre los distinto~ modelos 
de Estado no radican en la mayor o me-
llordc~cen tral ización". es decir no es de 
e<!nkter cuantitativo, sino que la dife-
tencia hay que verla desde un punto de 
vista cualitativo, y en este sentido habrá 
que analizar si existen o no varios cen-
tros de poder político en un mismo Es-
tado. La nota característica del Estado 
Unitario ~cria la ccntral iz.1ción política. 
solo legislaría el Estado. no los diferen-
tes entes administrativos que pueden 
exislir. puesto que sí puede haberdescen-
traliz.1ción administrativa. En el Estado 
f-ederal. los estados miembros pueden 
darse su propia constitución y legislar. 
aunque siempre con el límite de la cons-
titución federal que es la que delimita el 
reparto de compclcncias. Y por último 
el Estado autonómico no es ni un Esla-
do Federal ni un Estado Unitario. Junto 
al Estado, las Comumdades Autónomas 
tahtbién legislan. y conlleva con ello una 
descentralización administrmiva, pero 
no lienen todas las características y pre-
rrogativa de un Estado Feder.U, a pesar 
de que algunos insistan en ello. 
En los Estados Federales. hay un 
poder judicial federal, y tantos poderes 
judiciales como Es1ados miembros 11, 
pero en el Estado de las Aulonomfasesto 
no es asf. ya que sólo existe un Poder 
Judicial. el del Estado. Aunque, daro 
también en esto hay perspectiva; dife-
rentes. así la de autores que tienen una 
visión federalista", o delimilan errónea-
mente a los T.S.J. como órganos judi-
ciales de las Comunid:ldes Autónomas15, 
cuando son órganos Judiciales no de las 
Comunidades Au16nomas. sino en las 
Comunidades Autónomas, y por último 
también está la opinión de aquellos que 
wnsideran a estos Tribunal!:.\ desacer-
wdos o innecesarios". 
3. 1 Ordenamiento único o pluralidad 
de ordenamientos. 
Cuando se habla de ~¡ son necesa-
rios o no los T.S.J .. hay que preguntar-
se a que responden, y a la lut de esto. 
tendrán o carecerán de sen! ido la~ críti-
cas que se les hagan. A~í pues, como ya 
hemos dicho. sin consti tuirse España en 
un Estado Federal. se le hau reconocido 
a las Comunidades Autónomas dcnlro 
de su capacidad de au1ogobierno, una 
autonomía legislativa. 
Desde esta perspectiva, Valls Gom· 
bau17• entiende que los Tribunales Su· 
periores de Justicia. consti tuyen una 
respuesta a la dh·ersidad nonnativa, 
ajustándose a las previsiones constitu-
cionales. autonómicas. y orgánicas del 
Poder Judicial. En su opinión cuando no 
existe una unidad del ordenamiento ju-
rídico. sino una pluralidad, no puede 
negarse, que a cada marco normativo, 
pueda corresponderle unos Tribunales 
que inlerpreten como órganos supremos 
dichos ordenamientos, sin romper por 
ello la unidad del Poder Judicial. ni la 
interpretación unificadora del Derecho 
Estatal que corresponde al Tribunal su-
premo. Y es que claro, si ~ó lo exiMe un 
ordenamienlo único, en un sólo Estado. 
la defensa de éste, con instituciones 
como la Casación. debe unificarse en un 
solo Tribunal. Resul1ando acenadas las 
críucas de Calamandrei ''en este supues-
to, cuando hablaba de la divc"idad de 
casaciones regionales c.\istcntcs en Ha-
lía y destinadas a uni fi car la doctrina. Y 
es que un Estado con un derecho úni-
co'•. es absurdo la casación diversi-
fi cada, pero en un nuevo Estado la plu-
ralidad de Ordenamientos. en opinión 
de Valls Gombau. puede justificar órga-
nos específico~ con flmciones casacio-
nalcs, sin violenlar el artfcu lo 123 de la 
Consti lución en cuanto proclama al Tri-
bunal Supremo, como <<Órgano superior 







3.2 Poder J udicial único. El ar t. 
149.1.5" C.E. 
El artfculo 149. 1.5° de la Constitu· 
c·ión Española20, dispone que «El Esra-
do tie1re competencia exclusiva sobre las 
siguientes materirJs: ... 5" Administración 
de Jrwicia~. de la expresión literal de 
e te precepto parece deducirse que la 
Comunidade Autónomas no tienen ca· 
pacidad para organizar la «Administra· 
ción de Ju~ticia>>. Pero el asunto se com· 
plica. a la hora de interpretar la expre· 
sión «Administración de Justicia». 
Para unos, «Administración de Jus· 
ticia•, y «Poder Judicial•, son témli· 
nos equivalentes, incluyen pues a jue· 
ces y magistrados pero no a los elemen· 
tos personales, que sin adnlinistrar jus-
ticia, hacen posible que se administre. 
y sin incluir tampoco a los elementos 
materiales que sin ser la función, sirven 
a la misma. Desde esta perspectiva, la 
organización administrativa que sirve a 
la función del Poder Judicial. puede a tri· 
buirse a las Comunidades Autónoma.~. 
mientras que el Poder Judicial, corno tal 
es competencia exclusiva del Estado. En 
este sentido se expresa Ce laya !barra:', 
reclamando una interpretación de la 
Constitución exenta de la rigidez del 
método formalista. y que atienda a los 
fines que se propuso el propio texto 
Consti tucional. 
Para otros. no cabe esta distinción 
entre «Administración de Justicia», y 
«Pode' Judicial». puesto que la Cons· 
titución. no distingue entre ambas ex· 
pr~~ioncs. ya que según el anículo 117. 1 
C.E., los jueces y magistrados adminis· 
tran justicia, y el arlÍt;ulu 121 C.E. se 
refiere al funcionamiento anonnal de la 
justicia. Además. el arúculo 149.1.SO no 
se puede referir sólo a los jueces y ma-
gi trndo. , corno competencia exclusiva 
del Estado, puesto que el gobierno de 
los mismos. por el anículo 122.2 C.E. 
viene atribuido al Consejo Geneml del 
Poder Judicial que es órgano del Esta· 
do, haciendo pues. esta interpretación 
del ar1ículo 149.1.5°, que este precepto, 
no tuviera significado. Este anículo se 
ocupa de aquellas materias, que no se 
atnbuyen de modo exprc o en ningún 
otro anículo de la Constitución. 
Toda esta polémica que aquf referi· 
mos. Ueg6, como no podía ser de otra 
manera, ante el Tribunal Constitucional, 
el cual. en Sentencia 5611990 de 29 de 
marzo. distinguió un entido estricto y 
otro amplio en la expresión «Admmi.f· 
tmción de Justicia». Como sentido es· 
tricto. como núcleo c. encial de la Ad· 
minimación de Justicia. y que según el 
T.C. el artículo 149.1.5" rc~ervn exclu-
sivamente al Estado, es el Poder Judi· 
cial. y esto significa que el Poder Judi-
cial es único. debiendo juzgar y ejecu-
tar los juzgado, conforme al artículo 
117.3 C.E. Y por otro lado el Gobierno 
del Poder Judicial. que también el> úni· 
co, corresponde según el artículo 122.2 
C. E. al Consejo General del Poder Ju-
dicial. Aquf termina la reserva compc· 
tcncial al Estado. ya que según el T. C., 
el contenido no esencial de la <Admi· 
rliftracicínde Justicia», y que por lo tan-
to podrían asumir las Comunidades 
Autónomas. lo constituirían el conjun· 
to de medios personaJes y materi a.le ·. 
que no integran ese núcleo esencial. sino 
que están al servicio de la administra· 
ción de justicia. Esta interpretación del 
Trihunal Constitucional se mantiene 
también en la Sentencia 62/1990 de 30 
de marzo, que resuelve los recursos de 
incon ti tucionalidad planteados contra 
la Ley 3811988, de 28 de diciembre, de 
Demarcación y Planta Judictal. 
3.3 El artículo 152.1, 11 y W C.E. 
Aunque haya opiniones. en el senti· 
do de considerar a los T. S .J. como órga-
nos de las Comunidades, la mayoría de 
la doctrina los considera integrados en 
un Poder Judicial único. Además. por 
otro lado, esta era la intención de los 
constituyentes22• 
Con respecto al término de Poder 
Judicial único, decir, que de él se ha se-
iialado un tri ple signifieado21• En primer 
lugar, Poder Judicial consiste en <<la 
potesiad de ejercerla }11risdicción»21, de 
ahl se configura la unidad del Poder Ju· 
dicial como unidad de jurisdicción, en 
" «Pnrn cada derecho. una c<lS:lCión, 
pero no más•. esro era lo que decía 
~ntls Mclcndo. S. en •El Tribunal 
de Casación de CaL~h'~""· en E&: 
yisln de Leg•>lag 6n y Jurj~prudeo­
cia rornu 165. año 1934, pilgona 
276. 
" En relación con esre anlculo 149 
C.C. y su' ombncaciones con ct ar-
tículo. t 50.2 C E .. he de de<;~ocar en 
m1 opomón un e.'cclemc cstuwo lk~ 
vado a cabo por 83\sols Coma. M .. 
y ~rrano Alt>erca. J 1\l. que con 
el lÍtulo de ~El articulo 149 de la 
Con,rirución en relación con el ar· 
tkulo t 50.2. Análi>is de la ddrga-
coón en nwenn de h < competencias 
c~ lat.n.lc:, excl1.1~ivt1~» . -.e publicó en 
laRcVl>ID de Adminisu:ación Púbh· 
ca numero 21. enero-abril 1982. 
Cenuo M l·.surdon. Con<;~iructon:I· 
les. 
·' Cdn}·a tb;ur.t. A .. • l'od~-r Judt-
cial y E>rado de tns Aulononúas•. 
en Poder Judjc13l núnu .. m cs¡x..-cial 
.u. 198?. 
'· Véan e l." pa lubr,o> de Roc.t 
Junyent. en el Otario de Sc<ionc< 
de la Conusoón Con>riluciolllll del 
Congrc<o de DopuUlrlOS rle 16 de 
¡u ni o de 1 97g, p.1ginn 3 4()-;. 
' Vta.e sobre <!Siacuc"ión. Ehza(. 
de Pércz. J.M. • El poiucipiode uni 
rlad juri<doccinn.lt... .•. ~- y 
Scrrruou Albcr<:.t. J.M. en ~n 
taóo:. aln Conyilución dtrigido< pur 
Fcmnndo Garrido l'.tltn. pógina 
12t5. Ed. Cn•lla< S A .. M.tdnd 
1985. 
... Véo..<e la Scmcnci.1 del 1 C. 1081 
86 de 29 de ¡uho. 
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''Como dedal:.hzaldc y Aymcñch. cuanlo que es úni ca (arlfculo 3.1 llamadas Comunidades del art. 151 C.E., 
P.. en Ln Juri>prudencia de lo; Tn- l.O.P.J.). Sin que la unidad junsdiccio- debían aludir al T.SJ ., pero no más, pues bunaks Supenor~ de Ju~ucia. Po-
nal imponga. que «la organización ju- el desarrollo de lo dispueslo en el artí-sibihdod y línutc>. páginu 1 OS l. Di-
rcccoón Gcnc1111 de lo Contencioso dicial deba quedar de espalda~ al pro- culo 152.1. rr y m, se debía llevar a cabo 
dd Eso!ldo El fllskllii!IJ'i~l ~ U ceso autonómico•1' . Esta unidad de ju- en la L.O.P J .. 
lDSiflUIIl ~ !.i.litUd!Q5 [:J<,il!~S. Ma- risdicción es ejercida por los Juzgados 
dnd 1983 y Tribunales confom1e a un crilerio de En lo que se refiere a las llamadas 
,. El anfculo 4 de la L.O.P J. seftala dislribución de competencias. siendo lo Comunidades de vía lenla, la creación 
que la jurisdicción o,e extienclc a to- disJribuido no la jurisdicción, sino las de los Tribunales Superiores de Justi-
das la< personas. re.urin~ oondo In competencias. la atribución espcdfica cia, era po~ible, pero no necesario. 
competencia de Jo, Tribunnlcs mili- para conocer de un asunlo. Ülra acep-
t.ves a su ámbito csuicu>(arliculo3.2 ción del 1érmino que nos ocupa. es la 4. LOS ESTATUTOS DE AU-L.O.PJ¡. Un idad de fuero, proclamada ya en el 
artfculo 248 de la Conslitución de 1812, TONOMlA Y LA ADMI-
n Salvo en el uc Cnmnbria. lu Riojn y reafirmada en nucslra actual Carla NlSTRACION DE JUSTI-y Co<~i ll a -León 
Magna. con prohibición de Tribunales CIA. 
"De Otto Pnrdo. 1 : •OrgnniMción excepcionales (artículo. 11 i.6 C. E.), y 
del l'odcr Ju(hcwl y Comunidades la consagración de una especialidad en En casi lodos los Eslalutos:1 se con-Aulónoma~·)· en D_Q_cmn~nt.a~ióo el ámbilo militaf'. Y la última acepción 
tiene la cláusula subrogatoria, la cual Jurídica 'Ib mo XII núrn. 45-4b. ene-
·a la que vamos a hacer referencia, es a jun. 198:'\, p~g 63. la de unidad territorial. Al consagrar, viene a dedr que en relación a la admi-
nistraciún de Juslicia, salvo la mililar, 
confom1e al anículo 123 C. E .. al Tribu- corr~ponde a la Comunidad ejercer lo-
nal Supremo como órgano superior, no das las facu ltades que la Ley Orgánica 
menoscabado por los Tribunales Supe- del Poder Judicial reconozca o atribuya 
riorcs de Justicia. y como manifestación al Gobierno del Estado. Y esto que di-
de la unidad estala! sobre el lerrilorio cen los Estalutos, se dice antes de la 
nacional. promulgación de la L.O.P.J., con la pro-
Fue el Tribunal Constitucional quien 
blemálica que conlleva tal acmación 
porque como decía De Ono Pardo"' "lo 
determinó la naturaleza de los Tribuna- q11e bien podemos llamar sacraliwción 
les en sus Senlencias de 14 de julio de pactrsta de los Esrarmos 110 nos puede 
1981 , y 38/82, de 22 de junio, configu- iracer olvidar que éstos 110 so11la Cons-
rando el marco de dichos Tribunales y tituci6n -a1111qlle perte11ezcan al que se 
que podríamos concretizar en los si- derwmittfl bloque de la comtitucio-
guientes aparrados: 11alidad- y q11e en co11secuencia su valí-
- Los T.S.J. no son órganos de las A u-
dez y eficacia está11 cotulicionados a lo 
que al mJJecto eswblezcanlos propios 
tonomías sino del Estado y de su or- preceptos consritucimwles, wnto en lo 
ganización Judicial (Sentencia 38/ que se refiere a que materias pueden 
82. de 22 de junio. fundamento cuar- formor.se en/os E11Lrturos, cuando en lo 
to), con sede territorial en las Comu- que Jrace relación a los cmrtenidns po-
nidades. s1bles de las normas que de ellas se oc u-
pan». 
- La competencia de los órganos juris-
diccionales radicados en el territo· Sin ánimo de entrar en un análisis 
rio de la Comunidad Aulónoma, con- exhaustivo sobre la reserva y excesos 
tinúan siendo las del Poder Judicial estatutarios, dejaré dicho aquí que los 
único, existeme en el Eslado (Fun- Eslalulos no pueden regular materias 
damenlo Sexto de la Sentencia del que correspondan a otras leyes estala-
T.C. de 14 de julio de 1981). les, o mejor dicho, las normas que con-
lenganlal regulación no desapoderan al ,, 
Por otro lado recordemos también legislador eslalal para establecer des-
370 que desde una interprelación estricta de pués la que crea conveniente en uso de los precep1os conslitucionales, y a la luz la potestad que la Conslitución le con-de las discusiones parlamentarias, las fiere. Cuando se incluye una materia no 
estatutaria en un Estatuto. no stgnifi ca 
esto que se haya \'lllnerado la Constitu-
ción, pero tampoco que se haya produ-
cido una congelación de rango. aún sien-
do válidas. pues lo tienen tan sólo en 
principio como dice el T. C. 29• siendo 
recuperables posteriormente por el le-
gislador en u ca o~10 • 
Es por todo esto. por lo que egún 
algunos autores. el T~C. ha tenido que 
hacer csfucrtos de interpretación para 
dar coherencia al denominado •bloque 
de la C011SIÍIIICÍO!Wiidad•>. y de ahí la 
Sentencia 56/1990 y la distinción entre 
los significados de <<Administración de 
Juslicia• en sentido estricto, y <<Admi-
nistración de Juslicia» en sentido am-
plio. para lo cual sin duda era necesano 
detcnninar el núcleo duro del artículo 
149.1.5' C.E. 
La L.O.P.J. es la que había de haber 
realizado la distinción entre los dos sen-
tidos, delimitando el núcleo duro de 
administración de Justicia. y dejando 
que los Estatutos pudieran asumir si 
querían l a~ competencias que fueran 
posible de enmarcar en el sentido am-
plio. Pero como lodos sabemos. la 
L.O.P.J. fue posterior a los Estatutos, por 
lo que estos optaron por el uso de la lla-
mada cláusula subrogatoria. A In asun-
ción de competencias que los Estalti iO~ 
disponen con la cláusula subrogatoria, 
el T. C. en Sentencia 56/1990. pone unos 
límites. que son reiterados en la Senten-
cia del mismo Tribunal 6211990. y es-
tos límites son la exclusión de la.~ com· 
petencias legislativas. y de aquellas 
cuestiones que la LOPJ atribuya a órga-
nos di. tintos dcl Gobierno, porolro lado 
las atribuciones de las Comunidades 
Autónomas sólo podrán tener el ámbito 
propio de cada comunidad. y por últi-
mo habrá de estarse a las normas espe-
ciales. En base a la última de las Sen-
tencias citadas, se distinguen a las aulo-
nomía~ del artículo 151 C. E .. las cuales 
en base a la cláusula subrogatoria asu-
men competencias. y las autonomías de 
los artfculos 143 y 146 C.E. en las que 
la cláusula subrogatoria no es operativa 
salvo en los casos de Valencia y Cana-
rias en los que ~us respectivos Estatutos 
fueron acompañado~ de una Ley Orgá-
nica31 de trasferencias que apoyada en 
el artfculo 150.2 C. E. hacia operatÍ\ a la 
referida cláusula. 
S. LOS TRIBUNALES SU-
PERIORES DE JUSTI-
CIA Y SUS ATRIDUCIO-
NES. 
Habiendo analizado ha~ta aqul dife-
rente; aspectos relatho~ al Poder Judi-
cial y a las Autonornfn~. a~r como al ori-
gen de los Tribuna le~ Superiores de Jus-
ticia. hemos de entrar ahor,t en el e; tu-
dio de las atribuciones de dicho órga-
no~ ~ i queremos llevar a cabo algunas 
rene:Uon~s sobre los recur os de casa-
ción y re' i;,ión. y ~obre las po~ibll ida­
des de refonna de las competencia~ de 
estos Tribunales. 
Una sistcmatizacióu de la~ atJibucio-
ncs de los Tribunales Supcriot c~ de Ju>-
licia. la podemos ver en di ferentes 
obra;, •:, así po r ejemplo e n lrt de 
Gonzálct Monte 11• Nosotro<; no~ ,·amo;, 
a centrar ,ólo en aquellos a>pcctos que 
nos intetcsnn, en concreto en las com-
petencia en el orden c1 vil de las Salas 
de lo Ci\·il y Penal de los Tnbunales 
Superiores de Justicia. 
5. 1 Sala de lo Civil y Penal. 
a) La Sala de lo Civil Y pt!na/ en el Or-
dm Civil conoce: 
a' ) Del Recurso de Casación que esta-
blezca la ley contra resoluciones de 
Jos órganos jurisdiccionales del or-
den civil con ~cele en la Comunidad 
Autónoma. siempre que tal recurso 
~e base en la infracción de normas 
de Derecho Civi l, Foral o Especial 
Propio de la Comunidad y tal atribu-
ción haya sido previ>ta en el corres-
pondiente Estatuto de AutononlÍa. 
El artículo 54 de la Ley de Demarca-
ción y Pllmta J uclicial, refiriéndose al 
recurso de casación ante los Tribu-
nales Superiores de Justicia. señala 
' Ver la Sentencia del Tnbunal 
Constitucmnnl 5/198 1. a e>te res· 
pecto. 
" E''" posthilu.l.od no In admite. por 
ejemplo Hncrgu f'idntgo, J; •La Ju-
ri,dicción Contcndo>o-Admmtstm-
tlvn y lo., Trlbunnle> Supcriore. de 
IJ.~ Comumdadc:~ Autónomas,., en 
lkllillulc Pmcho Paillic.O •llhu!:.:. 
ro '1 pnm.wcrn d!: !9HJ 
' u> Orgánica 12/ t 982 pam Va-
lencoay Le)· Orgánico 1 t/19H2 p:mt 
Canaria\. 
'' Montón Kedondo. A.; J.¡¡z~ 
y Tnbullllk> E<t>ai\olcs Orígenes y 
Atriburaonc::,, Ed. Tccno.;. 1986.: 
Allllo1Sf0 No<ete. J.: Guneno Sen-
dra. V.; Cone' Oomín¡;uC7. V~; Mo-
reno Catena. V. DtctS'II<.' Procesal 
Tumo l t Yo! H l',me Gcncmj Pro-
ceso Cn il !.. 5' edtc•óo. Valencia 
1990. Ed lirnm lo blnnch .. (l:lgm::..,. 
95 y<> .. Rnmo' Méndc1. F.~ 
eh o Procc>al Cm! I. 3' cdtci6n. Bar-
colon~ 1986. Ed~ l:lo<ch. pjigina, 76 
y».: V.1lcncin Mirón. A y Gonz:llcz 
Monte< F. OIBilil.llJKlQ!l.l~­
cional S L;,IciiUll ll.:SCIÓ D de lil Lc:y 
Omlojca del P,'lkr..l.wli.úlll !l~ 
~&1 C<>m:ue> 1?86.Granada.; 
Montón RcdotJdo. A . • Atribucio· 
no> de lo> Tnh<n••lc> Su peno= de 
Justic ta de la- C'omunid.~<lco; Aut6~ 
noma>•. en Ln L1·y !986·2 
" Gnn7.1let Montes, J L .. en llli.ú: 
\llti.Qru:1 de Dc~t:dto Pwmal Tomu 
l . L1 JlldsdtrcJón y sus ór~anos. J' 
~Jción. Ed T~>tlO\, Mndrid.l.22.1 
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" Sobre e~ te pnrtlcular, >e pucdcn 'cr 
entre OlrOS, a C'abaftll< GarcL1, J .C , 
~un ob;ltlcolo al cjcrctcio del recur-
so de cnsación ante los Tribunale; 
Supenorcs de Ju.llc1u de la> Comu-
nidades Autónoma;· la hipótesi< de 
concurren~ la entre nomta.s de Ocre· 
cho Autonómico }' normas de dere-
cho común,. en La Ley !988-3 Cor-
dón Moreno, 1' .. • El recurso de Ca-
sación por mlracctón de la Ley 
foral•. enRUÍ1lJ]Ju¡fdi({Uie 'í!Yo1-
!TII. julio-dtc)>· rnbrc de (288 n°6 
vol[. Sote Riem. J .. • Legislación 
l'rocesal y cornpetene~a del Tribunal 
Superior de Ju>!tcia de 10' Comuni-
dudc."t Autónomas~. en Ju:,ticja L 921 
wlm11m...ll. págs. 365. Forn6ndez 
Alvarcl, L .. «LII i\drnmiwnción de 
ltt<11cia en Amgón: El Tribunal Su-
perior de Ju;ticin• . en ~ 
Información del M mi Medo de Ju>Ji-
cia. ufig XLII S de junio de 1988 
D~IDCCO 1 49~ p~gtnM 9~ y '' 
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que la misma se regirá por las nor-
mas procesales previstas para la ca-
sación civil en la LEC. Y por oliO 
lado indica, que si la base de la casa-
ción es la infracción con juma de nor-
mas de derecho civil común y de de-
recho foral o especial propio de la 
Comunidad, la competencia l'orrcs-
pondcrá al Tribunal Superior de Jus-
ticia. Pero si lo que se infringe es un 
precepto constitucional, junio a las 
referidas antetiormentc,lac.:ompcten-
cia es del Tribunal Supremo. 
Por otro lado no es aconsejable la pre-
sentación de sendos recursos anle el 
Tribunal supremo y el Tribunal Su-
perior de Justicia, puesto que se len-
drá por desistido el prc~cn lado ame 
el primer Tribunal referido, conde-
nándose en costas al recurrcnlc. 
Las dudas sobre la competencia de 
los Tribunales se resolvcr.ín confor-
me al art. 52 de la L.O.P.J. y 81 a 83 
de la LEC. por olro lado en caso de 
que el Tribunal Supremo estimara en 
la decisión del recurso que no se da 
la infracción del preceplo constilu-
cional invocado y se hubiesen alega-
do además infracciones de norma.s de 
Derecho Civil. fora l o es¡x:cial, re-
mitirá las actuaciones al Tribunal Su-
perior de Justicia correspondiente en 
el pl~zo de quin<.:e días, con empla-
zamiento de las panes en diez días. 
Problemas de esta atribución a los 
T.S.J ., ya han sido puestos de mani-
fiesto por la doctrina" . Así, se plan-
tea que amplitud puede llegar a tener 
«El derecho ctvil, foral o especial 
propio de la C. A·"· del que nos habla 
la L.O.P.J .. y que supone delimitar el 
ámbito del recurso de casación. No 
presentan dificultades los casos en 
que las infraccione~ denunciadas por 
el recurrente, se circunscriban exclu-
sivamente al ámbito del derecho pe-
culiar, aHí solo el Tribunal Superior 
de Justicia, tiene algo que ver. El pro-
blema esl¡) en los casos en que se pre-
para un escrito de formalización de 
un recurso de casación donde se de-
nuncia la infracción, no sólo de nor-
mas de derecho autonómico, sino 
también de aquellas de carácter na-
cional, no foral que son las que lla-
mamos de «derecho comtÍil ». Y es 
que cslc úllimo supuesto es el que se 
da. pues es muy difícil encontrar un 
caso en el que solo intervengan nor-
mas de derecho foral exclusivamen-
te, sin que se plantee alguna cuestión 
del derecho común o del derecho pro-
cesal. 
En cuanto a la concurrencia de nor-
mas podrí<Unos distinguir diferentes 
supuestos, así: 
a) Cuando la sentencia haya fun-
damentado su decisión en la sola 
aplicación de normas de Derecho 
Autonómico, junto con las que el 
recurrente considera debieron 
haberse aplicado nom1as de de-
recho común, o incluso que las 
normas de Derecho Regional no 
procedían para la resolución del 
liligio. 
b) Cuando la sentencia recurrida 
haya fu ndamentado su decisión 
en normas de Derecho Autonó-
mico y normas de Derecho co-
mún, y se alegue la infracción de 
una de estas. 
e) En los casos en que, en el paso 
de las insumcias se hayan acumu-
lado acciones conexas entre sí, 
una de las cuales requiera la apli-
cación de normas de Derecho 
común. 
dJ l:.n el supuesto de que. en el 
transcurso de las instancias, ha-
yan surgido cuestiones preju-
diciales, cuya resolución haya 
exigido la aplicación de normas 
de derecho común. 
e) Cuandp la Ley autonómica apli-
cada para resolver el asunlo se 
remila a lo dispuesto en normas 
de dcrechu común. 
Sobre lo qtJe comentamos hay dife-
rentes posturas. Están los que pien-
san que es susceptible la ruptura de 
la continencia de la causa, separan-
do la decisión del recurso conforme 
a la naturaleza de las nonua denun-
ciadas en el escrito, rcwlviendo pues 
el Tribunal Supremo las infracciones 
del derecho común, y los Tribuualcs 
superiores de Justicia las de Derecho 
Autonómico''. En palabras de Mon-
tero Aroca;6, esto significaría admi-
tir «los costes del Estado de las Au-
tonomías». Con respecto a c~ta 
posibilidad hay que decir que parece 
la menos adecuada, pues nu solo no 
existe tradición de la misma sino que 
conllevaría una problcmáiica adicio-
nal de entidad. 
También están los que creen que en 
los casos de concurrencia es el Tri-
bunal Supremo, el que ha de cono-
cer de los recursos de casación. Cla-
ro que a esta posición se le podría 
objetar que se perdería la uniformi-
dad en la interpretación del derecho 
peculiar. 
Y otra postura que podríamos calili-
car de autonomista. es la que consi-
dera que no habría de substrawe a 
la competencia de la jurisdicción del 
Tribunal Superior de Justicia, puesto 
que, -solo en relación a las nonnas 
procesales-, se dice que estas son 
instrumentales respecto al Derecho 
sustantivo o cuestión de fondo. Pero 
esto es muy discutible. y por otro lado 
también esta el riesgo de aplicar la 
misma lógica en el caso de que el 
derecho común infringido no sea pro-
cesal sino sustantivo. 
Como vemos la situación no esta 
nada clarificada, y en mi opinión las 
vías de solución no van ni por una 
interpretación literal de la normativa 
1 igente, ni por una interpretación au-
tonomista de la misma, sino por cri-
terios racionales, que sin forzar los 
preceptos legales respeten la unifor-
midad de la interpretación jurispru-
dencia!, por la importancia, que como 
todos sabemos, la misma conlleva, en 
atención a principios como tus de 
seguridad e igualdad jurídica. 
Pero estos no son las unicas cuestio-
nes nebulosas. tamh1én e~ ra el hecho 
de armonizar las di fe• ~nt..:~ jurispru-
dencias de los Tribunales Superiores 
de Ju ticia. y del Tribun:~ J Supremo. 
y por ülti mo mdicar también el pro-
blema que se podría dar en un proce-
so cuyo objeto \Ca de Derecho foral 
o e ¡>ecial, y las panes se ha)'an so-
mclido a un Juzgado o Tnbunal de 
fuera del Territono de la Comun1dad 
Autónoma, dando lugru n que un Jue; 
de una Comunichtd Autónoma tu,·k-
ra que conocer dd derecho fora l de 
otra Comunidad Autónoma, o en 
caso contrario. a entender las normas 
de competencia territorial derogat.!as 
en este caso. 
a .. ) La Sala de lo Civil y Penal en el 
Orden Ci1 il también onocc del l 'e· 
curso extraordinorio de revisión, 
con los mismos condicionnmicnlos a 
que se han hecho referencia en el 
punto anterior. 
La atribución del recurso de rc1 isión 
a la Sala de lo Civil y Penal de los 
Tribunales Supcrion;:, do.: Ju~ ticia, no 
se puede justificar. y~t que este pro-
ceso impugnatorio de las entencias 
linnes. sólo procede confonnc a la 
LEC, por las causas que especílica-
mente se determinan, que no tienen 
conexión con lo~ do.:rcchu' pt opio~ o 
privativos de algunas Comunidade~ 
Autónomas. El artkulo 54.2 de la 
Ley de Demarcación y Planta Judi-
ctal. indica que «Los recursos de re-
visión se resolverdn¡mr la Saln de lo 
Civil del Trilnuwl Superior tle Jusri-
ria cuando lo senlenciajin ne impug-
nada hubiese sido dicw da por un 
Ju:gado o Tribunal cort Sede en la 
Comunidad Aur6noma cuyo Esratu-
ro de Awonomía hubiese previ.~ta tal 
arribuci6n. LLJ rramilación .r re~ulu­
ción de los recursos se ajustarárr n 
lo previsto err los arrfculos 1796 y 
si8uientes corrcordnmes de la Ley de 
EnjuiciamienTO cil•il, en cuan/O 
fueren aplicables». 
Pero esta atribución a los T.S.J . tam-
bién plantea problemática" · En pri-
' EsJa es la op1món de Olio Pardo. 
"1'· cil 
,. Montero An>ea. J . cE! Tribunal 
Supcrit•rd<' Ju,tkía de Galicía•, en 
JUSLltld DÚ! JlCCO lJ, 1289, 
'' Vtn,e a e'1e ""pcc1n, De Diego 
D1cL. LA .. •Lll rc'"'óo ante lo~ 
Tril>unat ... ~ Supcriorc~ de Ju•;ucia•. 
en La Ley l91!ó=!, 
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" Muñoz Rojas. T .. • Esludio sobre 
la reviSión penal•, en ~
Derecho Procesal número n 1968 
página 48. 
" De Diego Diez. L.A .. •La revisión 
wuc los Tribunalcs ... • ,..Qil.kil. 
.. Gómez Orbaneja. E., ~ 
Promnl Civil• Madrid 1272 Vol. 
l. página 500. 
' V~a>e as! el Eslalulo de Aulono-
mla dcCalaluña de 18 de diciembre 
de 1979. rut!culo 20. 1 a). el corres-
pondiente al Pnf~ Vasco de la mi~rna 
fecha (arlfculo 14.1.a). el de Galicia 
de 6 de obril de 1981 (arúculo 22.1 a), 
clcélera. 
" El Tribunal Supremo. en Senten-
cia de 19 de oclllbre de 1962, afirma 
que este referencia his16rica es el an ~ 
tecedcnte del mal llamado «"recurso 
de revisión>~. 
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mer lugar no creo necesario insislir. 
en el error en que el legislador ha 
incurrido, al considerar la revisión en 
los texlos legales como un recurso 
más, cuando su naturaleza jurídica no 
se asemeja en nada a la de los recur-
sos. La revisión como tal se funda-
menta en la seguridad jurfdica y en 
la justicia, aspectos alllbos que se han 
de complementar. Hay que tener en 
cuenta lo que señala Mmioz Rojas35 
diciendo que <<Si bien es convenienle 
e incluso necesario, dotar de firmeza 
a las sentencias judiciales. de mane-
ra que no se ,·can expuesla a conti-
nuas modificaciones las situaciones 
jurídicas creadas o reconocidas en 
aquéllas, también interesa que la 
inalterabi lidad de las decisiones fir-
mes pueda quedar, en ciertas hipóte-
sis, sin efecto si son manifiestamen-
lc injuslas.» De esta manera ante la 
confrontación entre la justicia y la 
seguridad juríd ica, como diría De 
Diego Diez3? <•ha de arbitrarse una 
solución que integrándolos, procure 
la moderación de la seguridad en fa-
vor de la justicia, y medio apto es 
atacar el proceso en los casos excep-
cionales taxativamente señalados por 
el legislador, lográndose, mediante la 
anulación del mismo. la anulación de 
todos sus efectos, entre ellos la cosa 
juzgada. Finalidad a la que responde 
el llamado «recurso de revisión»». 
En cuanto a la naturaleza jurídica, ya 
he señalado que la conceptuación como 
recurso que tiene la revisión no es apro-
piada, puesto que como dejo dicho Gó-
mez Orbaneja'0 «lo~· recursos inciden en 
una relación jurídico-procesa/ aún 
abierta, y evelllualmeme la prolongan, 
mienrras que la revisión presr1pone una 
relación procesal ya cerrada». Lo que 
si parece más apropiado junto con la 
mayoría de la doctrina es cnlcnder la 
revisión como un proceso autónomo. 
En lo que se refiere a la revisión y a 
los Tribunales Superiores de Justicia, 
digamos que fueron muchos los Es-
tatutos de Autonomía", que sin es-
perar a la L.O.P.J., y por lo tanto ha-
ciendo caso omiso a lo previslo en 
artículo 152.1 ,rr il1...iiM de la C.E., 
determinaron que el conocimiento de 
la revisión en materia de derecho ci-
vil, foral o especial propio de cada 
una de las Comunidades Autónoma, 
correspondiera a su respectivo Tribu-
nal Superior de Justicia. Esto seria 
posteriormente ratificado por la 
L.O.P.J., en su artículo 72.1. Así pues, 
los Tribunales Superiores de Justicia 
conocerán de la revisión siempre que 
la resolución haya sido pronunciada 
por un órgano jurisdiccional del or-
den civil con sede en la Comunidad 
Autónoma, y que el correspondiente 
Estatuto de Autonomía prevea esta 
atribución, quedando para el Tribu-
nal Supremo la competencia para to-
dos los demás supues1os de revisión. 
Aunque precisemos aquí, que el de-
recho comparado, así como el dere-
cho histórico, no se ha mostrado de 
acuerdo con la atribución de compe-
tencia para revisar la sentencia a ór-
gano distinto del que fue víctima de 
los actos fraudulentos, concediéndole 
la oportunidad de restablecer el de-
recho con mayores garantías de acier-
to y econonúa. La referencia que aquf 
hemos hecho al derecho histórico, 
hemos de referirla al Código de las 
Siete Partidas, que preveía una for-
ma de «desatar el juyzio», encomen-
dando, en sus leyes 1' y 2' del título 
XXVI de la tercera partida, la com-
petencia para la revisión al mismo 
Juez que dictó la primera Sentencia.' 1 
Referido todo lo anterior, hemos de 
manifestar ahora que es absolutamente 
criticable atribuir el conocimiento de la 
revisión al Tribunal Supremo y los Tri-
bunales Superiores de Justicia en base 
a criterios jurídico-materiales o del de-
recho sustantivo aplicado al fondo del 
asunto, puesto que como se deriva del 
artículo 1796 de la Ley de Enjuiciamien-
to Civil, la revisión no necesita más que 
motivaciones de tipo exclusivamente 
fáctico, sin que de ninguna manera haya 
de tenerse en consideración la naturale-
za de las normas jurídicas aplicadas al 
litigio. Y es por ello inexplicable la dis-
persión competencia! de la revisión en-
tre diversos órganos jurisdiccionales que 
en función del derecho civil, común, 
foral o especial, aplicado en la resolu-
ción del primer proceso lleva a cabo el 
legislador, y es que hay que tener en 
cuenta que la revisión se trata de un 
nuevo proceso iniciado por una nueva 
acción, ya que la antigua acción se ex-
tinguió con la obtención de la Senten-
cia firme. Por otro lado la causa petendi, 
de la revisión no tiene nada que ver con 
la aducida en el proceso atacado por la 
revisión. Los hechos y fu ndamentos ju-
rídicos son totalmente nuevos respecto 
de Jos vigentes en el proceso fallado. 
Así pues, por último decir a modo 
de resumen, que la regulación de la re-
visión como un recurso es un error, y 
por otro lado el criterio elegido por la 
LOPJ en su artículo 73.1.b) para deter-
minar el órgano jurisdiccional compe-
tente para conocer de la revisión, nada 
tiene que ver con las motivaciones 
fácticas a que se retiere el artículo 1796 
de la LEC, que son las que van a exaoni-
narse en el proceso de revisión. 
Si nos fijamos en el recurso de casa-
ción y en la demanda de revisión nos 
daremos cuenta de que los criterios de 
atribución de competencia son idénticos 
en ambos supuestos, sin que el legisla-
dor se diera cuenta de que Jos motivos 
de la revisión no invocan cnor alguno 
del juzgador y que el Tribunal compe-
tente no examina en ningún caso la 
fu ndamentación sustantiva del pleito 
cuya revisión se postula puesto que, 
como ya se ha dieho, los motivos en que 
se apoya la revisión, (el material fácti-
co del nuevo proceso J, se encuentra fue-
ra del proceso anterior. 
6. LAS SALAS DE LO CI-
VIL Y PENAL DE LOS 
TRIBUNALES SUPERIO-
RES DE JUSTICIA. 
Habiéndonos referido a lo que co-
noce en el Orden Civil las Salas de Jo 
Civil y Penal de los Tribunales Supe-
riores de Justicia, al recurso de Casa-
ción y Revisión, vamos a ocuparnos 
ahora del escaso volumen de trabajo de 
dichas Salas. del condicionamiento po-
lítico de su creación, y de sus posibles 
competencias futuras. 
6.1 Escaso volumen de trabajo de las 
salas de la Civil y Penal. 
De la simple lectura del artículo 73 
de la L.O.P.J. se puede ver que el volu-
men de trabajo de la Sala de Jo Civil y 
Penal de los dist intos T. S .J. iba a ser muy 
escaso. La posibilidad que planteaba la 
promulgación de la Ley de Demarca-
ción y de Planta Judicial el 28 de di-
ciembre de 1988, no fue aprovechada 
por el legislador, el cual no se hizo eco 
de la previsión del artfculo 79 de la 
L.O.P.J., que recordemos admitía lapo-
sibilidad de reduci r el número de ma-
gistrados en aquellos T.S.J. en lo~ que 
el número de asuntos lo justi licase. 
El Consejo General del Poder Judi-
cial, como ya indica Montero Aroca'3. 
al observar que la carga laboral de estas 
Salas iba a ser escasa, y que por lo t:.'lnto 
los magistrados iban a tener poca ocu-
pación, aprobó el Acuerdo de 15 de no-
viembre de J 989 en virtud del cual la 
Sala de Gobierno de cada uno de los 
l~S.J. adoptarla las normas y turnos con-
venientes para que Jos magistrados de 
la Sala de Jo Civi l y Penal completaran 
la composición de las Salas de lo Con-
tencioso-Administrativo y de lo Social. 
Esto no salvó de las críticas a estas Sa-
las de Jo Civil y Penal, y en este senti-
do, de ellas decía Ramos Méndez..., que 
se habían quedado con <da élite pero sin 
trabajO>>. 
Así pues, ya desde la memoria del 
Consejo General del Poder Judicial de 
1990 se empezaba a configurar el im-
portante papel de estas Salas en el futu-
ro. conectándolo con la reforma del pro-
ceso penal aJ poderse encomendar a di-
chas Salas la segunda instancia en algu-
nas causas por delito. Y por otro lado 
en el actual Proyecto de Ley de Enjui-
ciamiento civil, del que hablaremos más 
adelante, se prevé atribuir distintas com-
petencias a las Salas de lo Civil y Penal 
de los Tribunales Superiores de Justi-
.ti M onlern Aroc:a. J., t: La reforma 
de las Srutl! de lo Civil y Penal». eo 
PO!lcrJudtciaj !991-0 númcro 24 
página 103. 
.. Ramos Méndez, F .. ~Tribuna les 
Superiore< de Justicoa y Tribunal 
Supremo. reflexione.' sobre un des-
propósito•. en Jusucin 1991 uúme-
t:2ll1 págono. 5 t9 y <l. 
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cia. entre ellas el conoctmientodel nue-
vo recurso de lnfracdón Procesal. 
6.2 Condicionamiento político de l:1 
creación de estas salas. 
Antes de abordar la posibilidad de 
ampliar las competencias de esws Salas 
de lo Civil y Penal, es necesario detc-
ncn:.c en el significado político de las 
mismas, en su competencia y composi-
ción. Atendiendo a los artículos 73. 72.2, 
y 330.3 de la L.O.P.J., estas Salas son 
algo diferentes de los otros órganos ju-
risdiccionales colegiados. Fueron la res-
puesta al Estado de las Autonomfa, por 
lo tanto no hemos de perder de vista la 
«ratio polltica» que condicionó su crea-
ción y desarrollo. 
En cuanto a la competencia. la com-
prensión de las Salas de lo Ctvtl y Penal 
radica en un doble aspecto: 
a) La creación de los T.S.J. no puede 
desvincularse de la facultad que se 
atribuye a algunas Comunidades 
Autónomas para conservar, modifi-
car y desarrollar el derecho civil, 
fo ral o especial propio, tal y como 
se prevé en el artfculo 149.1,8• de 
la C.E. Es rnás. en un principio su 
creación dependfa de la forma de 
acceder a la autonomfa, de tal ma-
nera que tales órganos en principio 
sólo podían existir en aquellas Co-
munidades Autónomas cuyos Esta-
tutos fueran aprobados por el pro-
cedimiento del artículo 151 C.E., a 
pesar de que luego el equivoco fue 
resuelto por la L.O.P.J. (anfculos 
70.11) que Introduce este órgano en 
las diecisiete Comunidades Autóno-
mas. Pero lo relevante no va a ser el 
procedimiento de acceso a la auto-
nomía sino la existencia de un der~­
cho propio, de tal manera que en 
aquellas Comunidades Autónomas 
donde se da esta circunstancia (es-
pec ialmente País Vasco, Cataluña, 
Galicia, Aragón, Navarra y Balea-
res), el correspondiente Estatuto 
atribuye a estas Salas el conocimien-
to de los rec ursos de casación y re-
visión en esas materias sin perjui-
cio de la vfa de acceso a la autono-
mía fuera por el articulo 151 o el 
143 de la C. E. 
b) Por otra pane. y en relación tam-
bién con la competencia de las Sa-
las de lo Civil y Penal. el fundamen-
to autonómico se reneja una ,·ez más 
st se atiende a las atribuciones que 
en general tienen estas Salas en ma-
teria de aforamiento de los altos car-
gos polfticos de la Comunidad Au-
tónoma. 
A la misma conclusión se llega si se 
observa la composición de tales Salas, 
que tienen un régimen que se sale de la 
línea general seguida para la composi-
ción de los Tribunales colegiados en 
nuestra organización judicial. Este ré-
gimen o sistema especial se prevé en el 
artículo 330.3 de la L.O.P.J. 
Asf pues. también en la composición 
de las Salas se observa la razón política 
autonómica, tanto en los Magistrados en 
cuya elección participa la Comunidad 
Autónoma a través de su Asamblea Le-
gislativa, como en los Magistrados de 
carrera que la componen a los que se 
exige especiales conocimientos del de-
recho propio de la Comunidad Autóno-
ma. allá donde este pudiera existir. 
Por ti ltimo ha de de~tacarse que el 
Presidente de los T.S.J . es el caso má 
peculiar, aunque no el único. de unión 
de las func iones gubernativa y judicial. 
volviendo a ser una excepción respecto 
del sistema general explicable sólo des-
de la óptica polftica. 
6.3 Posibles competencias futurdS de 
las salas de lo civil y penal. 
Seria saludable jurídicamente esta-
blecer, como primer paso, unas bases 
comunes para una posible reforma. 
Si hien esta posible reforma no ha-
bría de afectar ni a la C. E. ni a los Esta-
tutos de Autonomía. Otra cosa sería ya 
que no afectaran a la L.O.P.J. y a la 
L.D.P.J. Ciertanlente la L.O.P.J . fue la 
que creó las Salas de lo Civil y Penal, y 
1 
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esta ley puede dar un amplio margen de 
maniobra. aunque probablemente a cos-
ta de traicionar la razón poütica a que 
respondió la creación tanto de los T.S.J. 
como de estas Salas. Además habrfan 
de evitarse sin duda alguna las reformas 
de urgencias. 
Desde una óptica constitucional no 
seria factible pretender repanir de algún 
modo la competencia para conocer de 
los recursos de casación y revisión (en 
ambos órdenes jurisdiccionales). entre 
el T.S. y las Salas de lo Civil y Penal de 
los T.S.J ., con el pretexto de reducir el 
número de asuntos de los que conoce el 
Tribunal Supremo, sobre todo. a través 
de la Casación. Precisamente, respecto 
de ese recurso, se trataría de que en el 
ámbito civil los recursos de casación 
cuyo objeto no superara una detemlina-
da cuantfa fueran del conocimiento de 
las Salas de lo Civil y Penal y el resto 
de la Sala de lo Civil del Tribunal Su-
premo. 
En lo que se refiere al ámbito penal. 
se tratarfa de que estas Salas conocie-
ran de la casación penal contra las sen-
tencias de las Audiencias Provinciales. 
por delitos castigados con una detenni-
nada pena. y superando esa pena fueran 
competencia de la Sala de lo Penal del 
Tribunal Supremo. Esta propuesta. se-
rfa inadmisible por dos cuestiones: 
a) La propia C.E. en el anfculo 123 
destaca la superioridad del Tribunal 
Supremo en todos los órdenes sal-
vo en materia de garantías constitu-
cionales- superioridad que no pue-
de verse compartida cuando se trata 
de la aplicación de nurmas de dere-
cho común del Estado; peru es que 
además cuando el anfculo 152,1.ll 
C. E. dice que el Trib1mal Superior 
de Justicia culminará la organiza-
ción judicial en el ámbito territorial 
de la Comunidad Autónoma, lo hace 
salvando la jurisdicción que corres-
ponde al Tribunal Supremo. Asf 
mismo el párrafo 111 de esa norma 
al referirse al agotamiento de las 
sucesivas instancias procesales en-
tre los órganos radicados en la Co-
m unidad Autónoma, añade que ~ sin 
pe1juicio de lo dilfJIJI'.\Io en el an. 
12.h. 
h) Por otro lado. práct i~;:nncntc todos 
los Estatuto de Autonomfa de for-
ma directa o indirecta (en los órde-
nes ci,•il y penal) vienen a excluir 
de la competencia de lo~ 6rgano~ JU-
ri-.dicciunale!- radicado~ en la Co-
munidad, Autónoma el rccur~o de 
ca>ación relativo al derecho común. 
En cuanto a la revisión c11 ti y penal. 
aunque realmente nu conlle1 e los mis-
mos problemas jurfdicos y político> de 
la casación y se trate de un juicio o pro-
ceso y no de un rccur~o, ha>taría tam-
bién un examen de la regulación en los 
Estatutos de Autonomía para excluir !.U 
viabilidad. 
Ahora habríamos de referirnos n las 
competencia · que pndrfan . cr fact ible>, 
a f. respecto del ámbito civi l. ~e tratarfa 
de asignar a e~tas Salas la competencia 
mediante un recur'o ele algunas mate-
rias que no pueden llegar a la casactón. 
cuya resolución en última instancra está 
atribuida actualmente a las Audiencias 
Provinciales, con el fin de unificar den-
tro d~ la Comuntdad Autónoma esa pe-
quc~a juri prudencia. Así podrfamos 
hablar de procesos civiles especiales 
(procedimiento del artfculo 4 1 de la Ley 
Hipotecana, juicios ejecuu vos, propie-
dad horizontal. separación. di vorcio y 
nulidad matrimonial. etc), y el mecani~­
mo procesal sería un recurso que. al nu 
poder ser el de ca;ación ni uua tercera 
instancia (con segunda apdacióu), ;c-
rfa un recurso extraordi na ti o (a modo 
de una suplicación laboral}, con moti-
vos taxat ivo~ pero más ampliamente 
formulados que los de casación. 
Ciertamente que aquí serfa diffcil 
encontrar el reproche de la inconsti-
tucionalidad o de la necesidad de refor-
mar los Estatutos de Autononúa. de ahí 
que sea una competencia más discuti-
ble, aunque se desvinúe la razón polfti-
ca de creación de estas Salas, pero de-
bería tenerse en cuenta que no es admi-
sible modificar todo un modelo de pro- 377 
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ceso civil para encontrar competencias 
posibles a estas Salas, y que el fin de 
esos j uicios especiales civiles es encon-
trar una solución rápida al conflicto aun-
que, en algunos casos, no se siga el efec-
to de cosa Juzgada y se pueda acudir 
posteriormente a un proceso ordinario. 
Aquí habría que ver si compensa elimi-
nar el derecho a obtener una resolución 
en un plazo razonable a la posible uni-
ficación parcial de la pequeña jurispru-
dencia a nivel autonómico, siempre y 
cuando no se acabara en un recurso de 
casación de unificación de doctrina ante 
el Tribunal Supremo, puesto que esto 
seria inadmisible, se trataría del proce-
so civil con mayor duración para a~un­
tos que neccsitan una resolución rápida 
del conructo. 
Por último vamos a referimos a com-
petencias que se podría atribuir a estas 
Salas. que aún implicando algunas re-
formas 1egislati vas, no plantearían pro-
blemas jurídico-políticos de entidad. Así 
como hace el proyecto de Ley de Enjui-
ciamiento Civil (art. 107 y siguientes) 
se podrían ampliar las competencias de 
estas Salas a conocer de las recusaciones 
de jueces y magistrados, de demandas 
de responsabilidad civil por hechos co-
metidos en el ejercicio de su cargo. por 
los miembros del Mi nisterio Fiscal de 
la Comunidad Autónoma, y lo mismo 
pero referido a las causas por responsa-
bilidad penal, etc. Pero mencionando 
alguna competencia específica podría-
mos hablar de la atribución a estas Sa-
las de los recursos de anulación comra 
laudos arbitrales y la ejecución de sen-
tencias y laudos arbitrales dictados en 
el extranjero, siempre que, conforme a 
los tratados. no corresponda a otro ór-
gano jurisdiccional. Con anterioridad a 
la Ley 36/1988 que regula hoy el arbi-
traje. la competencia para los recursos 
de casación y nulidad era de la Sala de 
lo C1vi l del Tribunal Supremo. Ahor.1 
la competencia para el llamado recurso 
de nulidad es de las Audiencias Provin-
ciales, y aquí si que se pueden entender 
que existen razones para unificar doc-
trina a nivel. al menos, de Comunidad 
autónoma, y con más fundamento des-
de luego que en el caso de los procesos 
especiales civiles. Cosa distinta es que 
dada la escasa cultura arbitral de la So-
ciedad española, los asuntos fueran po-
cos. Por otro lado, respecto de la ejecu-
ción de sentencias y laudos arbitrales, 
sin entrar ahom en mayores especifica-
ciones, si seria una atribución que su-
pondría w•a rebaja de asuntos al Tribu-
nal Supremo, sin que tampoco plantee 
especiales problemas jurídico-políticos. 
7. TRIDUNALES SUPERIO-
RESDEJUSTICIA YPRO-
TECCIÓN DE LOS DE-
RECHOS FUNDAMENTA-
LES. 
La Ley 6211978 de protec-
ción de los derechos r undamentales que 
llena provisionalmente la previsión con-
tenida en el artículo 53.2 C. E., esto es, 
la del procedimiento preferente y suma-
rio con dicho lin, no podía tener ningu-
na previsión procedimental sobre vio-
laciones de derechos fundamentales di-
rectamente imputables a un órgano ju-
risdiccional, sino más bien garantiza 
contra los actos de la Administración 
Pública sujetos a Derecho administrati-
vo. y que la L.O.T.C. llenó este vacío 
extendiendo el recurso de amparo a cua-
lesquiera actuaciones de todos los po-
deres públicos. incluido el judicial. exi-
giendo como requisito previo (confor-
me a su articulo 44). el agotamiento de 
los recursos uti lizables en vía judicial, 
la consecuencia es, que para esos su-
puestos no existe un procedimiento pre-
ferente _v sumario como exi¡!.e la C.E. 
Esto ha venido a desnaturalizar el 
amparo ante el Tribunal Constitucional, 
convirtiéndolo en un recurso directo en 
vez de subsidiario como se desprende 
del artículo 53.2. C. E. Asr pues. y antes 
de ir al incidente de nulidad de actua-
ciones con posterioridad a la sentencia 
delinitiva conforme al artículo 240.2 de 
la L.O.P.J., podría organizarse un pro-
cedimiento que conllevara una compa-
recencia de la~ partes, intervención del 
Ministerio Fiscal e infom1e del Juez o 
Tribunal al que se atribuya la violación, 
asumiendo la competencia, las Salas de 
lo Civil y Penal de los Tribunales Supe-
riores de Justicia en el supuesto de re-
cursos de amparo planteados frente a 
resoluciones de los órganos jurisdiccio-
nales de cada territorio que no fueran 
susceptibles de ulterior recurso•s. 
Pero las cosas no están tan claras y 
hay muchas y diversas cuestiones im-
plicadas en el tema que estamos tratan-
do. Recordemos que el primero y natu-
ral garante de los derechos fundamen-
tales ha de ser el Juez Ordinario. Por 
otro lado, conforme al artículo 53.2 de 
la C.E. cualquier ciudadano podrá re-
cabar la tutela de los Tribunales ordina-
rios a través de un procedimiento pre-
ferente y sumario, y en su caso a través 
del recurso de amparo ante el Tribunal 
Constitucional. Esta expresión de «en 
su caso», supone que «en todo caso» 
esos derechos fundamentales deberán 
ser tutelados por los Jueces y Tribuna-
les Ordinarios. y solo de forma subsi-
diaria, es decir, en algunos casos, o al 
menos más selectivamente, por el Tri-
bunal Constitucional. 
Hemos de señalar en primer lugar 
que el artículo 53.2 de la C. E. se refiere 
a todos los derechos y libertades conte-
nidos en la sección 1' del capítulo JI de 
la C.E., y no solo al artículo 14 y 24 de 
la C.E., por lo tanto en caso de que las 
Salas de lo Civil y Penal de los Tribu-
nales Superiores de Justicia, asumieran 
el amparo de los derechos de los ciuda-
danos, este amparo no se podría limitar 
a los a11ículos 24 y 14 de nuestra carta 
magna, bajo la excusa de que son dere-
chos que solo pueden ser violados por 
los órganos jurisdiccionales. 
Por otra parte, la pretensión de ex-
clui.r la tutela de esos derechos concre-
tos (artículos 14 y 24, cuando la viola-
ción se produce por los órganos juris-
diccionales) del amparo del Tribunal 
Constitucional, podría entrañar sin duda 
inconstitucionalidad, pues supondría la 
sustracción de los mismos del ámbito 
competencia! del Tribunal Constitucio-
nal, y en nuestro sistema nos guste o no, 
y con los límites que marca la Ley Or-
gánica del T1i bunal Constitucional se 
atribuye al Tribunal Constitucional , 
constitucionalmente artículo 161, l.b( la 
protección de los derechos fundamen-
tales a través del recW"so de amparo y, 
además. de los derechos y libertades 
referidos en el artículo 53.2 (sin excep-
ción) que, según se ha visto. son todos. 
y no solo algunos. de los contenidos en 
la sección !' del capítulo IJ (incluye pues 
el artículo 24) , más el artículo J 4. 
Decir por tÍ !timo sobre las atribucio-
nes posibles a las Salas de lo C ivil y 
Penal en este tema, que e~tas salas no 
responden a este !in, y que no es ade-
cuado que en cualquier reforma de con-
tenido procesal de la naturaleza que sea, 
se quiera aprovechar para ampliar las 
competencias de estas Salas. Si lo que 
se busca es una buena organización ue 
la justicia y administración de la mis-
ma, las reformas legislativas que selle-
ven a cabo han de ser racionale~. con 
vocación de permanencia, no improvi-
sadas, o basadas en el parcheo legislati-
vo. Han de ser serias, sin buscar la in-
terpretación literal de las normas lega-
les existen res, ni la maleabilidad de las 
mismas. Han de ser reformas que res-
pondan a un modelo judicial de seguri-
dad jurídica y eficacia. integrándose sin 
problemas en el mismo, dándole pleni-
tud. 
8. LAS SALAS DE LO CIVIL 
Y PENAL DE LOS TRI-
BUNALES SUPERIORES 
DE JUSTICIA Y EL PRO-
YECTO DE REFORMA 
DE LA LEY DE ENJUI-
CIAMIENTO CIVIL. 
Se hace ineludible en este trabajo 
hacer una referencia al controvertido 
Proyecto de Reforma de la Ley de En-
juiciamiento Civil aprobado por el Con-
sejo de Ministros en su reunión del 30 
de octubre de 1998 a propuesta de la 
Excma. Sra. Ministra de Justicia_ No 
intentan estas líneas, ni mucho menos, 
hacer una análisis ex.haustivo y en pro-
fundidad del mencionado proyecto en 
" Todo ello sin pcl)uicio de que las 
re>olucione' susceplibles de ca.<a-
ción anle las dJSJintas Salw. del Tri-
bunal Sup«mo cnconuaran en esos 
recurso< el omparo odecuado y de 
que se atribuyera a la Sala especial 
del Tnbunal Supremo prevista en el 
artfculo 61 de la L.O .P.J .. las viola-
ciones de derecho~ ::uribuidas a la.lil 
respccti1u:> Sula.1 del Tribunal Su-
premo. Por <llro lado. es1os ampa-
ros. h:tbrfa que deCir que irinn refe-
ridos 3 lo< dcn.-.:hos reconocido< en 
los anículos 24 y 14 d<"la C.E .. 
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la temática que nos ocupa, dicha labor, 
además de arriesgada requiere de una 
profunda reflexión y de opiniones más 
autorizadas que la mfa que clarifiquen 
el mencionado proyecto, y hagan las 
aportaciones necesarias con el objeto de 
conseguir una actuación más eficaz de 
la justicia. pero no a costa de la propia 
jusúcia. Eficacia. rapidez, y seguridad 
jurfdica. han de ser elementos <¡uc se 
integren dando plenitud a !a justicia. 
En lo que a nosotros nos interesa. las 
Salas de lo civil y Penal de los Tribuna-
les Superiores de Justicia. se ven afec-
tadas por el mencionado Proyecto de 
Ley de Enjuiciamiento Civil. Así en lo 
que se refiere a la abstención y recusa-
ción de Jueces y Magistrados. es la Sala 
· de lo Civil y Penal de los T.S.J. a quién 
compete decidir el incidente de recusa-
ción cuando se recusara a uno o varios 
Magistrados de estos Tribunales (art. 
109.4 Proyecto de L.E.C.). Por otro 
lado. y en la regulación del recurso de 
casación, art. 480-49 1 del Proyecto de 
L. E. C. se específica en el número 3 del 
artículo 4 80 que serán resolucione> 
recurribles en casación. existiendo un 
interés casación. «Cuando se trate de 
rectu·sos de Casación de lo.1 que deba 
conocer un Tribunal Superior de Justi-
cia, se emerulerá que también exi,·te in-
teré.l· casaciona/ cuando la Sentencia 
recurrida se oponga u doctrinajurispm-
dencial del Tribunal Superior sobre nor-
mas de Derecho especial de la Comwri-
dad Aurónoma correspondieme•. 
Asimismo el artfculo 481 del Proyec-
to de L.E.C. determina que el conoci-
uut• uu ucrh.:cut :so uc ca~act01l , en ma· 
tcria civil, corresponde a la Sala Prime· 
ca del Tribunal Supremo, no obstante. 
prevé que «corresponderá a las Sala.1 
de lo Civil y Penal de las Tribuna/e.! 
S1rperiores de Justicia conocer de los 
recursos de casación que procedan con· 
Ira la.) resoluciones de los Tribrmales 
Civiles con sede en la Comunidad All· 
tórroma, siempre que el recrrrso se fim· 
de. exclusivamenre o junio a otros mo· 
ti vos, en infracción de ws norma.~ del 
Derecho Civil, foral o especial propio 
de la Comwridad. y cuando el corres-
pondimte Estotmo de Aurorwmía hnya 
preristo esta mribución». 
Por otro lado el Proyecto de Ley 
Orgánica de Refonna de la Ley Orgáni-
ca 6/1985 de 1 de Julio del Poder Judi-
cial (aprobado también por el Consejo 
de Ministros en su reunión de 30 de oc-
tubr~ de 1998) pr~vé en su artículo dos 
la modificación del apartado primero del 
artfculo 73.1 de la Ley Orgánica 6/1985 
de 1 de Julio del Poder Judicial al que 
se le añadiría un apartado o letra e, di-
ciendo: •<l. Ln Sala de fu Civil y Perw/ 
del Tribunal Superior· de Justicia cono-
cerá. como Sala de lo Civil .... e) Del 
Recurso extraordinario por infracción 
procesal que establezca la Ley contra 
Sentencias dictadas por las Audiencias 
Pnwinl'iale~ con sede en/a Comrmidad 
Am6rroma». 
Dicho Rccur¡¡o extraordinario por 
infracción procesal. se regula enlosar· 
tfculos 47 1-479 del Proyecto de Ley de 
Enjuicr:uniento Civil, a él se refiere la 
exposición de motivos del mencionado 
proyecto cuando señala que •el sistema 
de recursos extraordinarios se comple-
ta confia ndo en Lodo caso las cuestio· 
nes procesales, no históricamente liga-
das a la casac ión a la Sala de lo Civil de 
los Tribunales Superiores de Justicia». 
En el ar1fculo 471 del proyecto de L.E.C. 
se prevé el órgano compctcnle y las re-
soluciones rcclllr ibles. así señala que 
•úts Salas de lo Civil y Penal de los 
Tribrrnales Superiores de Justicia. co-
rrocerárz como Salas de lo Civil, de los 
recursos por infracción procesal comra 
Serlfencias y autos dictados por las Au-
arencwl nvvmcrcrres que pongan¡m a 
la Segunda instancia•. Los motivos en 
los que exclusivamente se podrá fundar 
el recurso que nos ocupa se refieren en 
el artículo 472 del Proyecto de L.E.C .. 
pero es necesario a su vez, y confonne 
al número dos de este artfculo. que la 
infracción procesal o la 1ulneración del 
artículo 24 de la Constitución se hayan 
denunciado en la inslancia, y cuando de 
haberse producido en la primera, la de-
nuncia se haya reproducido en la segun-
da instancia. Además si la violación de 
derecho fundamental hubiere produci-
do falta o defecto subsanable, deberá 
haberse pedido la subsanación en la 
instancia o instancias oportunas. 
Contra la Sentencia que resuelva el 
recurso extraordinario por infracción 
procesal no cabrá recurso alguno. al\'u 
lo previsto sobre el recurso en interés 
de ley ante la Sala de lo Civil del Tribu-
nal Supremo {art. 479.4 Proyecto de Ley 
de Enjuici<uniento Civil). 
El Proyecto de Ley de Enjuiciamien-
to Civil que comentamos. se haya inmer-
so en una gran polémica, lo que hace 
necesario en mi opinión una gran pru-
dencia. Son muchas, y de calado las m-
novaciones que ~e proponen, por lo que 
se hace necesario un profundo ejercicio 
de seriedad y responsabilidad por todos 
los que implicados para dotar a la futura 
Ley de Enjuiciamiento Civil. del rigor, 
de la seguridad y de la estabilidad nece-
saria. que requiere esta ley fundamental 
en nuestro Ordenamiento jurídico. 
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